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Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez 

Nazario, el Juez Rodríguez Casillas y el Juez 

Candelaria Rosa 

 

Ramírez Nazario, Erik Juan, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

Comparece por derecho propio el señor Luis F. 

Romero Warren (señor Romero o peticionario), quien se 

encuentra recluido en la Institución Correccional 

Zarzal, Río Grande, Puerto Rico. Sostiene que allí 

extingue una sentencia de ocho (8) años, seis (6) 

meses y dos (2) días por violaciones al artículo 108 

del Código Penal, a la Ley de Armas y a la Ley de 

Sustancias Controladas.  

Al evaluar el escrito presentado por el señor 

Romero de este surge que el señor Romero alegadamente 

fue evaluado por la Junta de Libertad Bajo Palabra 

(Junta) en el mes de mayo de 2016. El peticionario 

alega que tiene completado su plan institucional, por 

lo que cualificaba para un “desvió”, como el pase 

extendido por monitoreo electrónico. Según el escrito 

presentado, la Junta aún no ha contestado la solicitud 

del señor Romero. Posteriormente, ante la inacción de 
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la Junta, el peticionario presentó una Reconsideración 

ante ésta y se reiteró en sus argumentos.  En ésta 

insiste en que su caso fue “evaluado” en mayo de 2016 

y aún no ha recibido contestación. 

Al no recibir una determinación de la Junta, el 

señor Romero acude ante nosotros y nos señala que se 

han vencido todos los términos que tenía la Junta para 

adjudicar su solicitud. Nos solicita que ordenemos a 

la Junta que se le conceda un pase extendido por 

monitoreo electrónico ya que cumple con los requisitos 

para ello.  

El escrito presentado por el señor Romero no 

incluye copia de resolución o documento alguno que 

evidencie alguna decisión tomada por la Junta, que 

pueda ser objeto de revisión judicial. El señor Romero 

sí adjunta copia de la moción de reconsideración 

presentada ante la Junta, pero la misma es escueta y 

algo confusa.  

Reconocemos que la Ley de la Judicatura de 2003, 

4 L.P.R.A. sec. 24 et seq., persigue brindar acceso 

fácil, económico y efectivo de la ciudadanía ante este 

Tribunal, así como permitir la comparecencia efectiva 

de apelantes por derecho propio. Véase, Fraya, S.E. v. 

A.C., 162 DPR 182 (2004). Sin embargo, aún en casos 

como el de autos en los que la parte con interés 

comparece por derecho propio, no se pueden obviar las 

normas que rigen la presentación de los recursos. Así 

en Febles v Romar Pool Construction, 159 DPR 714 

(2003) nuestro Tribunal Supremo dispuso: “el hecho de 

que las partes comparezcan por derecho propio, por sí 
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solo, no justifica que incumplan con las reglas 

procesales.” Los litigantes, aun los que comparecen 

por derecho propio, deben cumplir con las 

disposiciones reglamentarias establecidas para la 

presentación de los recursos. Es obligación de las 

partes presentar los escritos que nos permitan 

acreditar nuestra jurisdicción e identificar y evaluar 

cuál es el señalamiento que se trae ante nuestra 

consideración. El incumplimiento con estos requisitos 

puede acarrear la desestimación del recurso. Regla 83 

(C) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

L.P.R.A. Ap. XXII. 

El escrito presentado por el señor Romero, el 

cual tituló Sobre Términos Vencido, no puede ser 

considerado como una revisión de decisión 

administrativa, porque no hay decisión administrativa 

emitida por la Junta que pueda ser objeto de revisión.  

Además, dicho escrito no cumple con nuestro Reglamento 

en lo atinente a su contenido.  Esto es, no cumple en 

forma alguna con la regla 59 de dicho Reglamento. 

En su escrito, como adelantamos, el señor Romero 

nos solicita que ordenemos a la Junta que evalúe su 

caso y emita una decisión, pues ha transcurrido el 

término de 90 días que tenía para ello.  Por tanto, lo 

que parece pretender el señor Romero es que su escrito 

tenga el mismo efecto que una petición de mandamus, 

para obligar a la Junta a adjudicar su caso. 

Según dispuso nuestro Tribunal Supremo, en el 

caso de Junta Examinadora de Tecnólogos Médicos v. 

Elías et al, 144 DPR 483 (1977): “...Para asegurar que 
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las agencias cumplan con la letra de la ley, el 

remedio judicial que tiene disponible una parte cuando 

una agencia no resuelve un caso dentro del término 

establecido por la L.P.A.U. es la presentación de un 

mandamus en el Tribunal de Circuito de Apelaciones.
1
  

Este recurso se utiliza para obligar a cualquier 

persona, corporación, junta o tribunal a cumplir con 

un deber ministerial cuando no se cuenta con otro 

remedio legal para exigir su cumplimiento.” 

El auto de mandamus, procede para hacer cumplir 

un deber ministerial claramente establecido por ley o 

que resulte del empleo, cargo o función pública. 

Noriega v. Hernández Colón, 135 DPR 406 (1994); 

Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 DPR 407 

(1982); 32 L.P.R.A. secs. 3421 y 3422. En Dávila v. 

Superintendente de Elecciones, 82 DPR 264 (1960), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico estableció que las 

siguientes consideraciones deben ser tomadas en cuenta 

al adjudicar una solicitud de este tipo:  

(1) El mandamus es el recurso 

apropiado cuando el 

peticionario no dispone de 

otro remedio legal adecuado 

para hacer valer su derecho y 

cuando se trate del 

incumplimiento de un deber 

ministerial que se alega ha 

sido impuesto por ley. 

  

(2) La solicitud de mandamus tiene 

que ir dirigida contra el 

funcionario principal 

encargado del cumplimiento del 

deber, se levantan cuestiones 

de interés público y el 

                                                 
1
 Esto es sin menoscabo de que transcurridos los seis (6) meses en 

los que una agencia administrativa debe adjudicar una 

controversia ante su consideración una parte puede solicitarle al 

foro administrativo que desestime el caso alegando que no existe 

el consentimiento de las partes ni causa justificada para que la 

agencia se exceda de dicho término. 
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problema planteado requiere 

una solución pronta y 

definitiva.  

 

(3) El peticionario debe 

establecer que hizo un 

requerimiento previo al 

funcionario para que éste 

realizase el acto cuyo 

cumplimiento se solicita. 

  

(4) El peticionario tiene un 

interés indiscutible en el 

derecho que se reclama, 

distinto al que pueda tener 

cualquier otro ciudadano. 

 

Como vemos, el auto de mandamus “se dirigirá a 

cualquier tribunal inferior, corporación, junta o 

persona obligada al cumplimiento de un acto que la ley 

particularmente ordene como un deber resultante de un 

empleo, cargo o [una] función pública”. Art. 650 del 

Código de Enjuiciamiento Civil de 1933, 32 L.P.R.A. 

§3422.  Esto es, el recurso requiere que sea dirigido 

a la persona obligada al cumplimiento de un acto, con 

el único propósito de compeler a ese cumplimiento. 

Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 D.P.R. 407 

(1982). 

Además, la Regla 54 de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. III, R. 54, así como la Regla 55 de 

nuestro Reglamento y el Código de Enjuiciamiento Civil 

en sus artículos 649, 650 y 651, 32 L.P.R.A., Secs. 

3421-3423, establecen unos requisitos de contenido y 

forma del recurso de mandamus, cuyo cumplimiento es 

mandatorio.  Esto es, su omisión puede dar lugar a la 

desestimación del recurso. 

De conformidad con dichos estatutos, el recurso 

de mandamus es un auto altamente privilegiado dirigido 

a alguna persona o personas naturales, a una 
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corporación o a un tribunal judicial de inferior 

categoría, para el cumplimiento de algún acto que en 

dicho auto se exprese y que esté dentro de sus 

atribuciones o deberes.  Se inicia mediante una 

solicitud jurada, que deberá contener las citas de las 

disposiciones legales que establecen la jurisdicción 

del Tribunal, un breve resumen de los hechos, un 

señalamiento breve y conciso de las controversias de 

derecho planteadas y las disposiciones de ley 

aplicables.  Así como, un argumento de las 

controversias planteadas y la súplica.  Deberá 

anejarse como apéndice cualquier documento que se deba 

traer a la atención del tribunal.  Igualmente la parte 

peticionaria deberá emplazar a todas las partes a 

tenor con las Reglas de Procedimiento Civil y las 

leyes pertinentes. 

Los tribunales deben ser celosos guardianes de su 

jurisdicción, estando obligados, incluso, a considerar 

dicho asunto motu proprio. Vázquez v. A.R.P.E., 128 

DPR 513, 537 (1991). En todo caso, previa una decisión 

en los méritos del mismo, el tribunal determinará si 

tiene facultad para considerarlo. Sociedad de 

Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644, 645 (1979). Un 

tribunal que carece de jurisdicción solo puede señalar 

que no la tiene. Pagán v. Acalde Municipio de Cataño, 

143 DPR 314 (1997).  

Así, pues, el remedio que el señor Romero tendría 

disponible es el recurso de mandamus.  Sin embargo, 

aún si fuésemos a acoger el recurso presentado como 

una petición de mandamus el mismo adolece de 
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requisitos esenciales para su tramitación. El 

cumplimiento con los requisitos mencionados 

anteriormente es esencial para poder acoger el recurso 

como un mandamus. En ausencia de estos requisitos, el 

recurso de mandamus no se perfeccionó conforme a 

derecho y no podemos asumir jurisdicción sobre el 

mismo, por lo que procede su desestimación.  

A la luz del derecho antes expresado y las faltas 

antes reseñadas, resulta forzoso concluir que estamos 

impedidos de poder evaluar el escrito del señor 

Romero, para brindarle algún remedio. El recurso así 

presentado no es susceptible de revisión. El mismo no 

cumple con las disposiciones legales aplicables por lo 

que su presentación defectuosa nos priva de ejercer 

nuestra función revisora discrecional.  

Por los fundamentos expuestos se desestima el 

recurso presentado, a tenor con lo dispuesto en la 

Regla 83(C) de nuestro Reglamento. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


